



PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:






LEY

ARTICULO 1º: Crease en al ámbito de la Provincia de Buenos Aires, dependiente  del Ministerio de Salud, el área de atención de víctimas de delitos.

ARTICULO 2º: El área contará con gabinetes a cargo de profesionales psicólogos, psicopedagogos y trabajadores sociales; cuyo asiento físico serán las dependencias judiciales.

ARTICULO 3º: Los gabinetes estarán destinados a la atención gratuita e inmediata de aquellos ciudadanos que hayan sido víctimas de un delito.

ARTICULO 4º:  Los tratamientos se deberán llevar a cabo conforme lo prescripto por los profesionales intervinientes a fin de paliar las secuelas del hecho delictivo.

ARTICULO 5º: El Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires previsionará en el presupuesto provincial las partidas necesarias para garantizar la puesta en marcha y funcionamiento del área mencionada.

ARTICULO 6º: Comuníquese al poder Ejecutivo.






FUNDAMENTOS


El presente proyecto tiene por finalidad llevar adelante la puesta en funcionamiento de un área destinada a la atención de aquellos ciudadanos que desgraciadamente han sido víctimas de algún delito.

Actualmente no existe, en forma orgánica, ninguna dependencia especializada que garantice un adecuado marco de contención para quienes hayan vivido una experiencia traumática relacionada con hechos delictuosos.


A nadie escapa que las secuelas que deja en la personas, y sobre todo en menores o adolescentes, el hecho infausto de un delito son de alta complejidad, pero una adecuada atención a través de profesionales especializados puede mitigar sus consecuencias.


Son conocidos los casos de imposibilidad de continuación de una vida de relación normal de las víctimas; llegando a casos extremos como el suicidio o intentos de ellos.


Ante esta realidad el Estado no puede permanecer inmóvil, o continuar con la postura de esperar que la víctima concurra al centro asistencial cuando comprenda que tiene un problema; porque eso puede no suceder jamas. El deber asistencial del Estado debe ser omnipresente ante estas situación y asumir el rol tutelar que le corresponde brindándole la atención inmediata a la víctima sin esperar que sea esta la que busque la asistencia.   


Consecuentemente, para que este objetivo se pueda lograr, es indispensable contar con la infraestructura especializada necesaria; la que además físicamente debe encontrarse ubicada en el lugar donde esta la víctima que es en la sede tribunalicia.


Por lo argumentos expuestos, solicito a los Sres. Diputados me acompañen con su voto afirmativo.
   
 

